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JOSE DOMINGO DOMINGO, con DNI XXXXXXXXXX, en nombre y representación de la asociación IMPULSO CIUDADANO, comparece  y, como mejor proceda en Derecho, DICE:

Que IMPULSO CIUDADANO ha venido en conocimiento que por resolución de 21 de junio de 2013 de la Secretaría General del Departamento de Enseñanza de la Generalidad de Cataluña (firmada el día 25 de junio), se han aprobado los documentos para la organización y la gestión de los centros para el curso 2013-2014, entre los que figura el denominado: “El tractament i l’ús de les llengües al sistema educatiu. El projecte lingüístic” (DOCUMENTOS NÚM. UNO Y DOS).

Por considerar contraria a derecho la citada resolución, interpone RECURSO DE ALZADA que se fundamenta en los siguientes MOTIVOS:

PRIMERO.- Impulso Ciudadano está legitimada para recurrir, según se acredita mediante los estatutos que se acompañan, como DOCUMENTO NÚM. TRES y por acuerdo de la Junta de la asociación de 15 de julio de 2013, que se adjunta como DOCUMENTO NÚM. CUATRO se acordó la interposición del citado recurso de alzada.

SEGUNDO.- que se considera contrario a derecho por las razones que a continuación se exponen:

-I-

Infracción de los artículos 9.1 y 3 de la Constitución española, en la medida que la doctrina de la sentencia del Tribunal Constitucional 31/2010, de 28 de junio, vincula a los Poderes Públicos, tal como ha recordado la sentencia 1206/2012 de la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo de 12 de junio de 2012 (recurso 5825/11)

Necesariamente, y al hilo de lo que posteriormente se afirmará, este recurso debe iniciarse prestando atención a algunos de los más trascendentales principios constitucionales, tal como se hizo en el FD 3º de la importante sentencia de la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo de 12 de junio de 2012 (recurso de casación 5825/2011) cuando considero conveniente “recordar el valor de norma jurídica suprema del ordenamiento jurídico que caracteriza a la Constitución española vigente de 1.978, y que vincula como expresa su artículo 9.1 a todos los poderes públicos(…)  y  dispone que: "La Constitución es la norma suprema del ordenamiento jurídico, y vincula a todos los Jueces y Tribunales, (y por supuesto al resto de los poderes públicos) quienes interpretarán y aplicarán las leyes y los reglamentos según los preceptos y principios constitucionales, conforme a la interpretación de los mismos que resulte de las resoluciones dictadas por el Tribunal Constitucional en todo tipo de procesos”.

En esta línea y completando aquel recordatorio del Tribunal Supremo, hay que traer a colación el contenido del artículo 9.3 de nuestra Ley de Leyes que, igualmente, proclama que la Constitución garantiza, entre otros principios, el de legalidad, la jerarquía normativa, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos. 

La resolución objeto del presente recurso de alzada, infringe los  principios contenidos en estos preceptos,  en la medida que ha eludido la aplicación de la doctrina del Tribunal Constitucional contenida en la sentencia 31/2010, de 28 de junio. Esta infracción se ha de entender especialmente grave, dado que la STS de 12 de junio de 2012 citada  que anuló parcialmente el Decreto 181/2008, de 9 de septiembre, del Departamento de Educación del Gobierno de la Generalidad de Cataluña que estableció la ordenación de las enseñanzas del segundo ciclo de la educación infantil  advirtió en el FD 5º  lo siguiente:

-Primero: “La ineludible obligación del Tribunal de partir de la necesaria aplicación de la doctrina constitucional establecida en la sentencia 31/2.010 que otorga al castellano la condición de lengua vehicular y docente como el catalán, de manera que solo atribuyendo al mismo esa condición en el sistema de enseñanza catalán son conformes con la Constitución los artículos 6 y 35.1 y 2 del Estatuto de Autonomía de Cataluña; y esa naturaleza de lengua vehicular y docente se debe reconocer en las normas que regulen el sistema de enseñanza catalán y, por tanto, en el Decreto correspondiente como norma de menor rango que lo desarrolle, comportando su nulidad si su contenido explicito no es conforme con la doctrina constitucional citada.”

-Segundo: “La insuficiencia de la declaración que contiene la sentencia recurrida para considerar la conformidad a Derecho de los artículos 4.1 y 4. 3, del Decreto 181/2.008, en tanto que los mismos mantienen una identidad sustancial con el artículo 35 apartados 1, 2 y 3 del Estatuto de Autonomía de Cataluña, lo que le lleva a concluir que interpretando los mismos del modo en que el Tribunal Constitucional lo hizo con los números 1 y 2 del artículos 35 del Estatuto no son inconstitucionales. 

Lejos de ello es preciso que esa norma reglamentaria de desarrollo expresamente reconozca al castellano como lengua vehicular y docente en Cataluña para que pueda entenderse conforme a Derecho, puesto que así lo impone la doctrina constitucional ya conocida, y que es de aplicación obligada en la norma”.

-Tercero: “De ahí que la norma reglamentaria interpretada conforme a esa Doctrina para ser constitucional, deba expresar que el castellano es lengua vehicular y docente junto con el catalán, y que la utilización de esa lengua como vehicular y docente constituye en el sistema educativo catalán un derecho constitucionalmente reconocido, que no puede quedar sometido en su ejercicio a la condición de que se solicite por quien lo posea a título individual. O lo que es lo mismo, la norma reglamentaria, último producto normativo, debe explícitamente asumir esa doctrina constitucional, y declarar el carácter docente y vehicular del castellano, junto con el catalán, de modo que si esa es la lengua habitual del alumno ese derecho se le ha de reconocer sin necesidad de que se inste.” 

-Cuarta: “La existencia de la Ley Catalana 12/2.009, de Educación, que deroga a la Ley 1/1.998, de Política Lingüística, se deberá someter en su posterior desarrollo reglamentario a la Doctrina constitucional que resulta de la sentencia 31/2.010 del Tribunal Constitucional, y, por lo tanto, incorporar en el sistema educativo de Cataluña al castellano como lengua vehicular y docente junto con el catalán, y en los términos que esta Sala dispuso en sus sentencias de 9, 13, y 16 de diciembre de 2.010 y 4, 10 y 19 de mayo de 2.011, de modo que el mismo no quede reducido en su uso al de objeto de estudio de una asignatura más, sino que se haga efectiva su utilización como lengua docente y vehicular en la enseñanza”.

De lo anterior se deduce que: a) la utilización del castellano como lengua vehicular y docente es un derecho constitucional; b) este mandato viene impuesto por la doctrina constitucional y es de aplicación obligada en la norma; c) La naturaleza de lengua vehicular y docente debe reconocerse en la norma que regula el sistema de enseñanza catalán; d) El desarrollo reglamentario de la LEC y las resoluciones por las que se dictan instrucciones (artículo 7.1 de la ley 26/2010, de 3 de agosto)  deben  someterse a la doctrina constitucional. 

Resulta palmario, por lo tanto, que la resolución objeto del presente recurso  no adapta adecuadamente ni tiene en cuenta estos principios a la hora de aprobar la organización y la gestión de los centros. Es así, que el documento no contiene ninguna referencia a la utilización del castellano como lengua vehicular, mientras que si contiene referencia expresa al carácter del catalán y del occitano en el Arán como lenguas vehiculares.

-II-

Infracción de los arts. 3, 9.1, 9.3, 14  y 27 de la Constitución y de la sentencia del Tribunal Constitucional 31/2010 que examinó la constitucionalidad de los artículos 6 y 35 del Estatuto de Autonomía de Cataluña, al no adaptar a su doctrina  el régimen lingüístico del sistema educativo de Cataluña previsto en el Título II de la Ley 12/2009, de 10 de julio, de Educación de Cataluña (LEC)

La Ley de Educación de Cataluña se dictó con anterioridad a la STC 31/2010 y la resolución impugnada no se ha adaptado a la interpretación que fijó el Tribunal Constitucional de los  artículos 6 y 35 del Estatuto de Autonomía de Cataluña. 

La regulación estatutaria del régimen lingüístico del sistema educativo catalán tiene su núcleo fundamental en los artículos 6.1 y 35 del Estatuto de Autonomía de Cataluña, aprobados por Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio. 

La sentencia núm. 31/2010, de 28 de junio, del Tribunal Constitucional en el Fundamento Jurídico 14 enjuicia la condición del catalán como lengua propia de Cataluña con las consecuencias que a ello anuda el art. 6.1 EA y en el Fundamento Jurídico 24 analiza la constitucionalidad del artículo 35 EA. En su fallo declaró inconstitucional la preferencia del catalán sobre el castellano y los dos apartados del artículo 35 fueron declarados constitucionales, si bien conforme a la interpretación vinculante contenida en el fundamento jurídico 24 de la citada sentencia.  

Esta sentencia ha dejado claro que el catalán o el occitano en el Valle de Arán no pueden ser las (únicas) lenguas vehiculares utilizadas normalmente en la educación, administrativa y de comunicación, sino que ha de compartir dicha condición en pie de igualdad con el castellano, salvo situaciones de desequilibrio que se han de acreditar adecuadamente.  

En esta línea, se ha de tener en cuenta que el Tribunal Supremo ha tenido ocasión de ponderar la aplicación de la misma en el caso de peticiones individuales de padres de un modelo bilingüe de enseñanza o de la educación en castellano durante la primera enseñanza en las sentencias de 9, 13 y 16 de diciembre de 2010 y de 4 y 10 de mayo de 2011; y, en el caso de la anulación parcial del Decreto 518/2008, de 9 de septiembre, del Departamento de Educación del Gobierno de la Generalidad de Cataluña sobre ordenación de las enseñanzas del segundo ciclo de educación infantil, en la citada sentencia de 12 de junio de 2012. Por conocida y aplicada esta doctrina, se da aquí por reproducida. 

No obstante lo dicho, debe realizarse, aún cuando sea sucintamente, algunas consideraciones sobre el marco constitucional del régimen lingüístico del modelo educativo de Cataluña:

· Este régimen aboga por el equilibrio lingüístico y se asienta en el modelo de conjunción lingüística o de bilingüismo integral que fue descrito en la sentencia 337/1994, de 23 de diciembre del Tribunal Constitucional, sentencia ésta que fue prolijamente analizada en la sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo (Sección Cuarta) del Tribunal Supremo de 9 de diciembre de 2010 (F 5) recaída en el recurso de casación 783/2009.  Este modelo, derivado de la Ley de Normalización Lingüística de 1983,  se estructura sobre las siguientes premisas:  a) Responde a un propósito de integración y cohesión social, cualquiera que sea la lengua habitual de cada ciudadano; b) Durante la primera enseñanza, se tiene derecho a ser educado en la lengua habitual del alumno, sea ésta el castellano o el catalán; c) Los niveles no universitarios posteriores al inicial de la "primera enseñanza" son los que constituyen el ámbito central de la normalización lingüística, en éstos deben estar presentes como lenguas docentes el castellano y el catalán; d) En atención al objetivo de la normalización lingüística, se permite que en esos niveles el catalán sea el centro de gravedad de este modelo de bilingüismo, siempre que ello no determine la exclusión del castellano  como materia curricular y como lengua docente; e) El hecho de que el catalán sea materia curricular y lengua de comunicación en la enseñanza se traducirá en una realidad social efectiva que permitirá  corregir situaciones de desequilibrio heredadas históricamente y excluir que dicha lengua ocupe una posición secundaria o marginal. 

· El preámbulo de La Ley de Política Lingüística 1/1998 apeló también al sistema de conjunción lingüística aplicado al amparo de la Ley de 1983, y de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. Sin embargo la constitucionalidad del articulado de la misma no ha tenido  oportunidad de ser valorada por el Tribunal Constitucional. 

· El régimen lingüístico del Estatuto de Autonomía de Cataluña de 2006 si ha sido objeto de análisis constitucional en la referida sentencia 31/2010. En esta sentencia, el Tribunal Constitucional parte  de  la STC 337/1994 para afirmar en el FJ14 que el legislador puede adoptar, “en su caso, las adecuadas y proporcionadas medidas de política lingüística tendentes a corregir, de existir, situaciones históricas de desequilibrio de una de las lenguas oficiales respecto de la otra, subsanando así la posición secundaria o de postergación que alguna de ellas pudiera tener”. Por lo tanto, sólo caben las medidas de discriminación lingüística a favor  del catalán si se acreditan las situaciones de desequilibrio.  

· ¿Existen estas situaciones de desequilibrio? El Tribunal Supremo en el FJ6 de la sentencia citada de 9 de diciembre de 2010 concluye que “es un hecho notorio y por tanto no necesitado de prueba la cierta y evidente implantación de la lengua catalana en la sociedad de Cataluña”. Por lo tanto, habiéndose corregido el desequilibrio histórico, aplicando el modelo de conjunción lingüística que exige, a partir de la primera enseñanza, que ambas lenguas oficiales sean docentes, se ha de estar ante una paridad en su trato, más cuando el artículo 35.3 del EAC dispone que “los alumnos tienen derecho a no ser separados en centros ni en grupos clase por razón de su lengua habitual”. En el año 2013,  casi 30 años después de la primera Ley de Normalización Lingüística de 1983, por lo tanto, cabe entender superadas “las situaciones de desequilibrio histórico” a las que se refería la STC 337/1994 valorando la constitucionalidad de la Ley de Normalización Lingüística de 1983  

· Es más, la sentencia citada del Tribunal Supremo de 9 de diciembre de 2010 y las otras cuatro que la siguieron de 13 (Rec. Casación 786/2009)  y 16 de diciembre de 2010  (Rec. Casación 1839/2009) y de 10 (Rec. Casación 1602/2010) y 19 de  mayo de 2011 (Rec. Casación 395/2010), todas ellas de la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso-administrativo,  ordenan a la Generalidad que: “deberá adoptar cuantas medidas sean precisas para adaptar su sistema de enseñanza a la nueva situación creada por la declaración de la Sentencia 31/2010 del Tribunal Constitucional que considera también al castellano como lengua vehicular de la enseñanza en Cataluña junto con el catalán, incluyendo el derecho de los niños en educación infantil a recibir la enseñanza en la lengua peticionada por los padres”.   

· El Fundamento Jurídico 24 de la sentencia 31/2010 del Tribunal Constitucional salvó la constitucionalidad del apartado 1 del art. 35 EAC, que omitía en su literalidad toda referencia al castellano como lengua docente, porque su silencio no podía entenderse que obedeciera a un propósito deliberado de exclusión del castellano, advirtiendo, como hemos tenido ocasión de señalar, que del modelo constitucional de conjunción lingüística o de bilingüismo integral resultaba imperativo la condición de lengua vehicular y de aprendizaje tanto del castellano como del catalán. Pues bien, la resolución impugnada es contraria a los principios constitucionales, tal como los ha fijado el Tribunal Constitucional en su conocida doctrina. Estamos ante una “inadmisible voluntad legislativa de excepción” del castellano, que fue expresamente vetada por el alto Tribunal. 

· El artículo 14 de la LEC regula el proyecto lingüístico que debe ser elaborado por los centros públicos y los centros privados sostenidos con fondos públicos como parte de  su proyecto educativo. El apartado 2 específica que en el proyecto lingüístico deben incluirse los aspectos relativos a la enseñanza y al uso de las lenguas en el centro. Este precepto ha de ser puesto en conexión con el contenido del artículo 11.3 de la LEC y del artículo 5 del Decreto del Departamento de Educación 102/2010, de 3 de agosto, de autonomía de los centros educativos. Corolario de esta normativa es que pudiera dotarse al catalán, en su condición de lengua vehicular y de enseñanza de un estatus absolutamente privilegiado y preferente respecto al castellano. Ahora bien, esa interpretación que es la que hace la resolución objeto de impugnación es contraria a derecho, puesto que la preferencia a favor del catalán, el Tribunal Constitucional no la considera constitucional. Por lo tanto, la resolución por la que se dictan las instrucciones para el nuevo curso debió adaptar su contenido al marco constitucional para salvar y, sin embargo, no lo nace, por lo que ha de ser declarada nula, en a medida de que, además, de ser contraria a los artículos 3, 9.1 y 9.3 de la Constitución, también vulnera los derechos fundamentales regulados en el artículo 14 (igualdad) y 27 (educación). Es así que:  

A) La resolución consagra al catalán y al occitano en el valle de Arán como únicas lenguas oficiales de facto de la Administración educativa en Cataluña quedando reducido el castellano a una situación marginal;

B) La sentencia del Tribunal Constitucional 31/2010 aborda la interpretación que ha de darse a los conceptos de lengua propia, lengua oficial, lengua de uso normal y lengua preferente y la resolución impugnada desequilibra el régimen constitucional de cooficialidad lingüística en perjuicio del castellano. En esta línea, la citada sentencia tiene declarado que: “Toda lengua oficial es, por tanto –también allí donde comparte esa cualidad con otra lengua española-, lengua de uso normal y ante el poder público. También, en consecuencia lo es el castellano por y ante las Administraciones públicas catalanas, que, como el poder público estatal en Cataluña, no pueden tener preferencia por ninguna de las dos lenguas oficiales”.

· La resolución, insistimos,  parece ampararse en  el carácter preferencial que el artículo 6.1 del EAC de 2006 daba al catalán en las Administraciones Públicas. Esa atribución fue declarada nula en el fundamento jurídico 14 de la reiterada sentencia del TC 31/2010. En esta línea, es preciso recordar que la STC 32/1986 declaró que “el carácter oficial de una lengua conlleva que los poderes públicos la reconozcan como medio normal de comunicación en y entre ellos, y en su relación con los sujetos privados, con plena validez y efectos jurídicos”. El Tribunal Constitucional ha recalcado que en las Comunidades autónomas con cooficialidad lingüística este carácter normal debe atribuirse a los dos idiomas. 

· El mandato de que el catalán se convierta en la lengua vehicular de las actividades de proyección externa de los centros públicos y concertados es contrario a la cooficialidad lingüística y a la libertad de opción lingüística. 

· La resolución mantiene el modelo de atención individualizada en la primera enseñanza  que según ha declarado el Tribunal Supremo, entre otras en sentencia de 12 de junio de 2012, conduce “a una situación de discriminación prácticamente idéntica a la separación en grupos clase por razón de la lengua habitual”, y que desnaturalizaría el derecho a recibir la enseñanza en castellano al condicionarlo a la obligación de solicitarlo, incurriendo de ese modo la norma en inconstitucionalidad.

Esta sentencia fue recientemente recordada, entre otros, en el auto de 6 de marzo de 2013, recaído en el recurso contencioso-administrativo núm. 190/2012 de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña (Sección Quinta) al afirmar que el Departamento de Enseñanza “entiende equivocadamente, tal vez por la redacción de la parte dispositiva del auto, que las medidas acordadas sobre la necesaria adaptación del sistema de enseñanza lingüística a la consideración del castellano también como lengua vehicular, supone simplemente la atención individualizada del alumno en esta lengua. Ello no es así. El sistema ha de adaptarse a toda la clase (o unidad escolar) de la que forma parte ese alumno. Lo acordado afecta al alumno juntamente con sus compañeros. De otro modo, como bien aduce, o tendría que ser separado el hijo de la parte actora en edad escolar en una clase aparte, o permanecería en la misma con una atención individualizada, fórmula que si bien admitida por esta Sala en la sentencia de 25 de mayo de 2009, que cita la representación letrada de la Generalitat en su escrito de oposición, ha sido rechazada específicamente por la sentencia del Tribunal Supremo de 12 de junio de 2012 cuando afirma:

"(...) Y de igual modo tampoco es bastante para cumplir esa obligación constitucional el que el precepto añada que "en cualquier caso, se respetarán los derechos lingüísticos individuales del alumno o alumna, de acuerdo con la legislación vigente" pues que lo que dimana de la Doctrina Constitucional es un derecho a recibir la enseñanza en su lengua habitual ya sea ésta el catalán o el castellano, salvo decisión en contrario de los padres, que como ya también expresamos en las sentencias de esta Sala y Sección es algo bien distinto de la atención individualizada en castellano que conduce a una situación de discriminación prácticamente idéntica a la separación en grupos clase por razón de la lengua habitual, y que desnaturalizaría ese derecho al condicionarlo a la obligación de solicitarlo, incurriendo de ese modo la norma en inconstitucionalidad."

Por lo demás, en reciente sentencia del Tribunal Supremo de 19 de febrero de 2013 que rechaza el recurso de casación contra un auto del Pleno de esta Sala de lo Contencioso Administrativo de 8 de marzo de 2012 dictado en ejecución de una sentencia del Alto Tribunal, se dice que el fallo de esta última sentencia "ha de interpretarse, en atención a la legitimación que correspondía al recurrente y al sentido de la petición que en su día dirigió a la Generalidad de Cataluña, como un reconocimiento de que el derecho que impetraba no se satisfacía con la prestación a sus hijos de una atención particularizada en castellano, sino con la entera transformación del sistema, de modo que sus hijos junto con sus condiscípulos, utilizaran, en la proporción que la Generalidad estimase conveniente, el castellano como lengua vehicular en la enseñanza, pero referido ese sistema al seguido en el colegio y curso en que los hijos del recurrente siguieran la enseñanza, tal como ha declarado el Auto objeto del presente recurso de casación".

El Departamento de Enseñanza no puede alegar desconocimiento de la jurisprudencia del Tribunal Supremo ni de la doctrina del Tribunal Constitucional puesto que ha sido parte en todos aquellos procesos. A pesar de ello manifiesta, ¡y lo hace por dos veces!, como si quisiera hacer ostentación de su desacato o actitud prevaricadora (dos  últimos puntos del apartado 2 dedicado al proyecto lingüístico y apartado 3 dedicado a “l’atenció lingüística individualitzada en el primer ensenyament”), lo siguiente: 

“Quan una família ho sol·liciti, els equips directius o els titulars dels centres han d’adoptar les mesures organitzatives pertinents per prestar l’atenció individualitzada en castellà en el primer ensenyament a què fa referència l’article 11.4 de la Llei d’educació, de manera que es faci compatible la pertinença al grup classe amb l’especificitat dels aprenentatges d’aquests alumnes. La direcció del centre ha de comunicar als serveis territorials o, a la ciutat de Barcelona, al Consorci d’Educació les necessitats  derivades de l’organització de l’atenció individualitzada en castellà en el primer ensenyament que no puguin ser ateses amb els recursos propis del centre”. 

Esta instrucción es claramente contraria a derecho –y lo más lamentable es que la Administración lo sabe-. Se ha de tener en cuenta que continua en vigor el artículo 21.2 de la Ley de Política Lingüística 1/1998 – no ha sido derogado- que dispone que “Los niños tienen derecho a recibir la primera enseñanza en su lengua habitual, ya sea ésta el catalán o el castellano. La Administración ha de garantizar este derecho y poner los medios necesarios para hacerlo efectivo.” Y que a partir de la primea enseñanza el modelo constitucional es de conjunción lingüística en los términos que se han expresado. 

Por lo tanto, no debiera ser necesario que se aprobarán proyectos lingüísticos contrarios a estos principios, pero para el caso de que fuera así, la Administración ha de programar y dictar las instrucciones para satisfacer el derecho a la enseñanza en castellano durante la primera enseñanza y la enseñanza bilingüe (modelo de conjunción Lingüística) para los ciclos posteriores si los padres soliciten la enseñanza en castellano (educación infantil y primer ciclo de educación primaria) y  adoptar las medidas adecuadas que, en todo caso, deberán 

· Fijar la proporción de castellano como lengua vehicular en la enseñanza;

· Establecer que esta proporción deberá  implantarse en el colegio y curso en el que los hijos del solicitante cursen la enseñanza. 

Igualmente, debe preverse que el castellano debe ser también lengua normal en la Administración educativa y de intercomunicación entre la Administración y el conjunto de la comunidad educativa. 

A esos efectos, se ha de recordar que el artículo 31 de la  Ley 26/2010 obliga a las Administraciones Públicas catalanas servir con objetividad los intereses generales y actuar con sumisión plena a la Ley y al derecho y de acuerdo, entre otros, con los principios de eficacia y eficiencia, buena fe y confianza legítima, imparcialidad y lealtad institucional. 

Por todo ello, 


SOLICITO: Que tenga por presentado este escrito con sus copias, se sirva admitirlo; tenga por interpuesto en tiempo y forma RECURSO DE ALZADA contra la resolución de 21 de junio de 2013 de la Secretaría General del Departamento y acuerde dejar sin efecto la misma, en lo que hace referencia al tratamiento y el uso de las lenguas en el sistema educativo. El Proyecto lingüístico” y, en su virtud, acuerde adoptar las medidas necesarias para garantizar que el castellano también goce de la condición de lengua vehicular de enseñanza en el sistema educativo catalán en los términos indicados en el cuerpo del presente escrito. 

PRIMER OTROSÍ DIGO: Al amparo de lo dispuesto en el artículo 111.2 de la Ley 30/1992, de26 de noviembre, procede la suspensión de la resolución objeto del recurso-

En el presente caso concurren los supuestos previstos en el artículo 111.2 para proceder a la suspensión de la resolución objeto del recurso: la ejecución de la resolución en esos términos causará perjuicios de imposible o difícil reparación y el recurso de alzada se fundamenta en una de las causas previstas en el artículo 62.1 de la LRJPAC, en concreto la resolución vulnera, entre otros,  los artículos 14 y 27 de la Constitución, susceptibles de amparo constitucional. 

En cuanto a los perjuicios, basta con recordar el contenido del auto de 6 de marzo de 2013 del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña en el que se ratificaba el  auto de 3 de enero por el que se requería a la Conselleria d'Ensenyament para que adoptara cuantas medidas sean precisas para adaptar el sistema de enseñanza catalán, a la nueva situación creada por la declaración de la Sentencia 31/2010 del Tribunal Constitucional , que considera también al castellano como lengua vehicular de la enseñanza de Cataluña junto con el catalán. Ninguna de estas medidas que el Tribunal pormenorizaba ha sido incorporada a la resolución objeto del recurso; por el contrario, no se programa para facilitar la enseñanza conforme al modelo de conjunción lingüística) y cuando se hace para la primera enseñanza, se adapta un modelo que ha sido expresamente rechazado por los Tribunales.  

A los efectos oportunos, se advierte que el artículo 111.4 de la LRJPAC dispone que: “la ejecución del acto impugnado se entenderá suspendida si transcurridos treinta días desde que la solicitud de suspensión haya tenido entrada en el registro del órgano competente para decidir sobre la misma, éste no ha dictado resolución expresa al respecto”. 

Habiendo sido presentado en la Administración catalana este escrito el día 22 de julio el recurso y la solicitud de suspensión, el plazo para resolver sobre la medida cautelar interesada finaliza el día 22 de agosto de 2013, por lo que a partir d esta fecha, en el caso de no resolverse con anterioridad, dejará de producir efecto la resolución impugnada. 

SEGUNDO OTROSÍ DIGO: Notificación electrónica y domicilio a efectos de notificación

 Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 43.3 de la Ley catalana 26/2010, de 3 de agosto, se solicita que la notificación de la resolución se haga a través de medios electrónicos y, a esos efectos, se informa que el correo electrónico de la asociación es info@impulsociudadano.es y en todo caso se remita la resolución a la calle Industria núm. 60, Local 7, de Barcelona, domicilio a efectos de notificación.

En Barcelona, a diecinueve  de julio de dos mil trece. 

